
DEMANDAS DE QDQ A TENER EN CUENTA PARA LA REFORMA DE CESCE

La Compañía Española de Seguros de Crédito a la Exportación (CESCE) constituye el instrumento financiero más importante utilizado por el Estado para ayudar a la internacionalización de las empresas españolas,
 contando con financiamiento público, mediante la cobertura de riesgos de impacto derivados de las ventas de productos y servicios de empresas españolas en los mercados exteriores. Mediante este tipo de seguros el Estado asume los riesgos políticos (cualquiera que sea el plazo) y los riesgos comerciales (con plazo superior a dos años) que podrían afectar a operaciones empresariales en el exterior (sea inversión directa, sea exportaciones). Cuando este riesgo resulta impagado el asegurado es indemnizado por CESCE y la deuda pasa a ser de titularidad estatal bajo la denominación de “deuda comercial”. El acreedor pasa a ser entonces el Estado español.
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Importancia de CESCE en la generación de Deuda Externa

Conjuntamente con los Créditos FAD, CESCE constituye el segundo mecanismo de generación de deuda externa de los países empobrecidos con el Estado español. En 2007, la deuda comercial generada a partir de CESCE supuso 43,10% de la deuda total de terceros países con el Estado español. 
· Existe la posibilidad de que las deudas comerciales sean ilegítimas. Por ello, se requieren procesos de auditorias. En el supuesto de que existieran evidencias de ilegitimidad, se requeriría cancelar esas deudas y exigir un reconocimiento de responsabilidades a todos los actores implicados. Estas auditorias deben ser mixtas, contando con la participación de la sociedad civil del país del Sur y del Estado español, así como con los parlamentos correspondientes. Mientras dure el proceso de auditoria, se debe declarar una moratoria sobre el pago de la deuda considerada. 

Falta de transparencia y de garantías ante la corrupción
En términos de transparencia, existe una contradicción en el Estado español. En efecto, por un lado, la Orden ECO/180/2003 establece que CESCE “continuará manteniendo la más estricta confidencialidad sobre la información y datos proporcionados por sus asegurados en relación con las operaciones objeto de cobertura, salvo que razones de interés público exijan  levantar dicha confidencialidad, siempre y cuando así disponga el Ministerio de Economía”. Sin embargo, por otro lado, de acuerdo con la legislación española (Ley 27/2006) en términos del derecho de acceso a la información, participación pública y acceso a la justicia en material de medio ambiente, cualquier ciudadano/a del Estado tiene derecho a solicitar información sobre los proyectos evaluados por CESCE más susceptibles de afectar al medio ambiente. A nivel europeo, dos directivas del Parlamento Europeo refuerzan éste último derecho a la información
. Por tanto, CESCE no debería poner impedimentos para facilitar información. 
· Resulta imprescindible resolver la contradicción señalada, primando el principio de transparencia que debe informar a toda administración democrática. Asimismo, se deberían establecer mecanismos de información sobre el proceso de evaluación de los proyectos, así como los momentos y medios a través de los cuales las partes pueden participar en el proceso. Esto debería incluir medios para que la sociedad civil del Estado español pueda participar en la toma de decisiones que atañen la gestión de fondos públicos, tal como es el caso de los seguros otorgados por CESCE. Por otra parte, CESCE debería hacer informes anuales al Parlamento español donde se hagan públicas todas sus actividades como ECA. 

· Básicamente, CESCE debería seguir las recomendaciones del Grupo de Trabajo sobre corrupción de la OCDE (2006). Además se requeriría: 

a) Modificar la legislación para establecer mecanismos de responsabilidad exterior. Imponer multas cuando empresas corrompen en el exterior.

b) CESCE pide actualmente la firma de un documento a la empresa, en el cual ésta asume que conoce el Convenio contra la Corrupción. Pero esta declaración debería extenderse a los agentes que actúan en nombre de la empresa exportadora y a las empresas subcontratadas.

Derechos humanos  
En el año 2002, 54% de las operaciones de CESCE se produjeron en países con un nivel muy deficiente de control democrático. Todo indica que CESCE, mediante el dinero de los contribuyentes españoles, asegura no solo el porvenir de las empresas armamentísticas, sino que facilita el suministro de armas en países que no disponen de mínimas garantías democráticas. Asimismo, CESCE continúa exigiendo deudas odiosas, muchas veces relacionadas con conflictos armados e ignorando los impactos sobre los Derechos humanos de sus demandas. 
· Todo tipo de apoyo mediante seguros CESCE a proyectos armamentísticos o que potencialmente pueden permitir la violación de los Derechos Humanos debería ser excluido
. 
· También se podría corresponsabilizar, mediante las adecuadas medidas legislativas, a CESCE por el apoyo a los proyectos privados en el exterior en caso de incumplimiento de los derechos humanos.  
· Se deberían establecer mecanismos de posible judicialización de CESCE en los casos en los cuales haya asegurado proyectos que incumplen los Derechos Humanos.
· Deberían ser excluidos todos los proyectos que vulneren los derechos económicos, culturales, sociales y ambientales de la población, especialmente el derecho a la alimentación y a la tierra, y a los servicios sociales básicos (educación, salud, energía, agua). Por tanto, CESCE no debería apoyar proyectos que impliquen o contribuyan a la privatización de los servicios sociales básicos.  
Apoyo a proyectos que vulneran el medio ambiente

CESCE ha asegurado proyectos con importantes impactos ambientales y sociales en los países destinatarios. El sistema de evaluación ambiental de los proyectos de CESCE se basa en las directrices obligatorias de la OCDE. Sin embargo, su aplicación tiene importantes carencias. No se destinan recursos para evaluar sobre el terreno los proyectos potencialmente asegurados por CESCE; no existen protocolos que permitan evaluar los impactos sobre el desarrollo de los proyectos asegurados; el personal es insuficiente para la evaluación de la gran diversidad de sectores a los cuales se refieren los proyectos; y tampoco existen unidades independientes que aseguren el cumplimiento de las obligaciones ambientales. 
· Debería ser excluido todo tipo de apoyo mediante seguros de CESCE a proyectos:

a) Que comporten graves impactos ambientales 

b) Que influyen significativamente en el cambio climático (p.ej.  industrias extractivas y represas),

c) Que incluyen tecnología nuclear, 

d) Proyectos en el ámbito forestal en zonas de alto valor ecológico, y que pueden generar  conflictos de tierras. 

e) Proyectos que se relacionen con la compra de derechos de reducción de emisiones equivalentes de CO2 y agrocombustibles 

· Se requeriría crear una unidad independiente que asegure de manera específica el cumplimiento de las obligaciones ambientales por parte de CESCE. 

Participación de los actores afectados 

Los proyectos de CESCE reciben una aprobación técnica sin haber consultado a todos los implicados. No existen oficinas y/o unidades específicas para hacer reclamaciones sobre el proceso de decisión. Tampoco existe información pública sobre el proceso de evaluación de los proyectos. 
· Se deberían asegurar mecanismos para que CESCE garantice que las comunidades afectadas han sido consultadas y plenamente informadas de los impactos de los proyectos
. Además, tanto estas poblaciones como los parlamentos del país del Sur (donde tiene lugar el proyecto) deben ser involucrados de manera activa en el proceso de toma de decisiones de las evaluaciones ambientales y de la planificación de compensaciones y desplazamientos. Por otra parte, CESCE debería efectuar visitas de campo independientes para verificar in situ los impactos y conocer las necesidades y reivindicaciones de las comunidades potencialmente afectadas. 
· Se requeriría también contar con oficinas y unidades específicas para que se puedan hacer reclamaciones sobre el proceso de decisión, puesto que por el momento, quien acoge las reclamaciones es quien tomó la decisión.   
· Asimismo, CESCE debería hacer pública una evaluación propia, independiente, del proceso de consulta y de los acuerdos negociados con las comunidades afectadas.
· Se deberían crear mecanismos públicos de evaluación independiente ex - ante,  seguimiento, denuncia y asunción de responsabilidades por la participación/aseguramiento de proyectos de internacionalización de empresas españolas para garantizar el cumplimiento de las directrices sociales de la OCDE para empresas multinacionales. El proceso debería ser transparente e incluir la participación de los parlamentos, actores sociales y comunidades afectadas (en lugar de la creación de comités integrados por sectores empresariales que actúan como juez y parte). 
























La Campaña no está de acuerdo con la existencia de instrumentos que con recursos públicos promuevan  la internacionalización de las empresas españolas, sobre todo en los países empobrecidos. No considera que estas empresas tengan impactos claramente positivos sobre el bienestar de las personas que habitan dichos países. Por tanto, la demanda central de la Campaña se ubica en la abolición de CESCE. 


























� El gobierno español dispone de la mayoría de las acciones de CESCE (50.25%), y participan también diferentes entidades bancarias españolas, así como aseguradoras privadas.  


� La Directiva 2003/4/CE y la Directiva 2003/35/CE. 


� Se puede exigir la aplicación de mecanismos de Evaluación de Impacto de los Derechos Humanos ya existentes y que se fundamentan en las mejores prácticas definidas en varios estándares y estudios reconocidos en el ámbito internacional: el convenio de la biodiversidad, las evaluaciones de impacto del conflicto realizadas por International Alert (Conflict Risk Impact Assessment), las recomendaciones derivadas de la Evaluación de Industrias Extractivas del Banco Mundial, el proyecto de Evaluación del Cumplimiento de los derechos humanos y empresa (Human Rights and Business Project's Human Rights Compliance Assessment), las salvaguardas de la Corporación Financiera Internacional,  las normas sobre transnacionales de las Naciones Unidas, otros. Algunos mecanismos de Evaluación de Impacto de los Derechos Humanos que se deberían incluir en los organismos del Estado español son los siguientes: Danish Institute for Human Rights – Human Rights Compliance Mechanism; International Alert – Conflict Risk Impact Assessments; Rights and Democracy – Human Rights Impact Assessment for Communities; Women’s Edge – Gender Impact Assessment of Trade Agreements; UNDP and UN High Commission for HR - Human rights impact assessment for trade agreements; Halifax Initiative – Rights-based approach to project finance.


� En particular cuando se trata de poblaciones indígenas, se debería adoptar un instrumento político adecuado que asegure que los derechos de las comunidades son plenamente respetados (Convenio 169 de la OIT, el cual actualmente es ley en el Estado español). 
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